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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación impetrada por el apoderado del accionante MIGUEL ÁNGEL CASTAÑO OSORIO,  contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, el día cuatro (04) de abril del presente año.
2.- HECHOS

Manifiesta el profesional que representa los intereses del actor, que desde el veintinueve (29) de septiembre se solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez al Instituto del Seguro Social, Seccional Risaralda. Proferida la resolución que negaba la petición el ocho (8) de agosto de 2005, se interpuso contra ella el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, sin que se hubieran dilucidado a la fecha de presentación de la demanda.

En lo que hace con el señor CASTAÑO OSORIO, dice que acreditó haber laborado en el municipio de Apía (Rda.) por un lapso superior a los 33 años, dado que se desempeñó como celador de la Plaza de Mercado de esa localidad entre el dos (2) de octubre de 1972 y el treinta y uno (31) de diciembre de 1993 y como Operador de Aseo de la Empresa de Servicios Públicos del mismo Municipio desde el primero (1º) de enero de 1994 hasta la fecha. Para el veintitrés (23) de diciembre de 1993 cuando se expidió la Ley 100 de 1993, había laborado para el Municipio de Apía (Rda.) por espacio de veintiún (21) años, dos (2) meses y veintiún (21) días; y, además, contaba con 47 años y 6 meses de edad.
En criterio del abogado, el solicitante tenía derecho al reconocimiento de la pensión de vejez conforme a los parámetros de la Ley 733 de 1985, que eran: cumplir la edad de cincuenta y cinco (55) años y haberse desempeñado como servidor público por veinte (20) años, marco legal que dice ha admitido el Seguro Social para casos análogos al de la resolución que ahora por esta vía cuestiona.

Considera vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso y al descanso, razón por la cual pide se tutelen mediante la orden dirigida al Seguro Social para que emita el acto administrativo en que se reconozca la pensión por vejez del señor MIGUEL ÁNGEL CASTAÑO OSORIO. De manera subsidiaria, solicita la protección inmediata del derecho de petición, para lo cual se debería ordenar a la accionada que resolviera el caso a partir de la valoración de los documentos que acreditaban que su prohijado había laborado como servidor público por más de treinta (30) años; además, que se dispusiera lo pertinente respecto de los recursos impetrados, los cuales al cabo de más de 7 meses, aún no habían sido resueltos.

3.- CONTESTACIÓN 

La Jefe del Departamento de Pensiones del Seguro Social en esta seccional, manifestó que mediante resolución 3524 del veinticuatro (24) de junio de 2005 se negó el reconocimiento de la pensión por vejez con fundamento en que el señor CASTAÑO OSORIO no acreditaba la totalidad de los requisitos mínimos para acceder a la prestación solicitada. De otro lado, el veinticuatro (24) de marzo de 2006 se había proferido la resolución número 1121 que había resuelto el recurso de reposición y que tal acto sería notificado a partir del veintinueve (29) de marzo siguiente, cuando el expediente reposaría en el Centro de Atención al Pensionado del Tolima.
Considera que al desaparecer el supuesto fáctico para la protección de los derechos por medio de la acción constitucional, se debía declarar la improcedencia de la misma.
4.- FALLO

La señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira en su providencia, previo el análisis de los argumentos presentados por accionante y entidad accionada, dejó en claro que por regla general no es la tutela el mecanismo idóneo para ordenar el reconocimiento y pago de una pensión de vejez, no sólo por carecer de competencia para ello, sino porque además, ello iría en contravía de lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta, es decir, el debido proceso. Además, no se contaba con los elementos de juicio suficientes, ni se había agotado la actuación procesal pertinente para tomar una decisión como la que se pedía. Tal motivación, la respaldó con abundante jurisprudencia constitucional sobre el punto.
No obstante lo anterior, también acotó que había sido suficientemente decantado que si una persona elevaba una petición en busca del reconocimiento y desde luego del pago de la pensión, lo normal era que se le respondiera de fondo sobre sus pretensiones, lo cual no acontecía en el presente evento dado que hacía más de siete (7) meses se había interpuesto el recurso de reposición contra de la resolución que negó la prestación y solamente al notificarse la acción de tutela se profirió el acto administrativo echado de menos, del cual dice también que de acuerdo con lo informado por la entidad, no tenía ningún efecto ya que solamente podía ser notificado en una fecha posterior (29 de marzo de 2006). Aunado a ello, se veía que no se había resuelto el recurso de apelación, de lo que se desprendía que el peticionario debía prolongar su espera. Por tanto, no era de recibo el argumento esgrimido por el Seguro Social según el cual con la expedición del acto administrativo se suspendía la vulneración de los derechos fundamentales y por ello debía declararse improcedente la acción, en especial porque la manifestación unilateral que se había expedido no tenía ningún valor hasta tanto se resolviera de fondo y le fuera notificada al interesado, precisamente lo que se pretendía con la acción de tutela.
Se refirió enseguida al derecho de petición y su protección cuando resultaba conculcado, al desbordarse los términos contemplados para el trámite pensional y para resolverse el recurso de apelación, cuando al presentarse el doce (12) de agosto de 2005 estaban exageradamente vencidos los quince (15) días para resolverlo. De todas maneras, la respuesta a la petición no debía hacerse con la contestación de la demanda, en el entendido que tal decisión era tardía, de conformidad con lo enseñado al respecto por la Corte Constitucional. 
Con fundamento en tales disquisiciones decidió tutelar la garantía fundamental de petición y ordenó al Seguro Social que en un término de ocho (8) días calendario siguientes a la notificación profiriera y notificara el acto administrativo mediante el cual se desató el recurso de reposición y en subsidio el de apelación interpuesto contra la resolución que había negado la pensión pedida.
5.- IMPUGNACIÓN 

El apoderado del accionante fundamenta su reparo sobre el fallo emitido, en cuanto solicitó de la pensión de vejez de su representado, por reunir en su concepto los requisitos para tal fin, para lo cual plasmó básicamente los mismos argumentos presentados en la demanda inicial. Refiere que de manera subsidiaria pidió la protección del derecho de petición; sin embargo, la señora Juez de instancia sólo tuteló esta última prerrogativa y esquivó el análisis de las restantes solicitudes de amparo argumentando que la tutela no era mecanismo idóneo para ordenar el reconocimiento de una pensión de vejez.

Considera curioso que precisamente una de las sentencias en las que se apoyó, la T-1083 de 2001, sí concedió el amparo al debido proceso al estimarse por parte de la Corte que la entidad encargada de reconocer la pensión (Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional) no había hecho un análisis completo y razonado del acervo probatorio.

Argumenta que después de instaurada la acción, se emitió de manera extemporánea por parte del Seguro la resolución 1221 del veinticuatro (24) de marzo de 2006 en la cual nuevamente se abstuvo de valorar los documentos aportados por el señor MIGUEL ÁNGEL CASTAÑO OSORIO para acreditar su calidad de funcionario público por más de treinta (30) años y por consiguiente confirmaba la decisión recurrida. Pide en consecuencia que en esta instancia se tutele el derecho al debido proceso y se dejen sin efecto los antes mencionados actos administrativos, para lo cual se deberá ordenar al Seguro Social que resuelva nuevamente la solicitud de pensión elevada, siguiendo un procedimiento que se ajuste estrictamente a las reglas del debido proceso, es decir, valorando los documentos que dan cuenta del tiempo como servidor público, dentro de los parámetros de la Ley 33 de 1985, única normatividad aplicable para este caso, según el artículo 36, inciso 2º de la Ley 100 de 1993.
6.- SE CONSIDERA

Existe competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y 1º del decreto 1382 de 2000.
En lo relacionado con la impugnación presentada por el apoderado del accionante, debe decir la Sala en consonancia con lo sostenido por la señora Juez de primer grado, que el debate que allí se propone y la orden que se pide, para que se disponga el reconocimiento de una pensión de vejez, escapa a la esfera de competencia del Juez en sede de tutela, a menos que se trate de unas situaciones especiales debidamente establecidas por la jurisprudencia, las cuales en este evento, no se satisfacen (todavía se está agotando la vía gubernativa y el accionante no se puede considerar como una persona de la tercera edad).

En ese entendido, los reparos que se tengan sobre la actitud procesal asumida por el Seguro Social respecto del proceso aplicado ante la solicitud de reconocimiento de la prestación aludida que ha hecho el actor, que de sí implica un detenido análisis probatorio, deben quedar en suspenso hasta tanto se produzca la decisión dentro del recurso vertical de apelación interpuesto y que todavía se encuentra pendiente de ser resuelto. Se dice así, ante la posibilidad de que los mismos sean objeto de pronunciamiento en tal acto administrativo. En caso contrario, las inquietudes y disensos que todavía perduren deben ser ventilados ante el Juez ordinario con competencia para ello, para que dentro de un proceso previamente establecido y en igualdad de condiciones, se tome la decisión que corresponda.
Debido a que parte de la censura hecha por el togado se refiere al sustento jurisprudencial tenido en cuenta por la señora Juez para arribar a la conclusión nugatoria del amparo al reconocimiento pensional, debe decir la Sala que ningún reparo encuentra en la decisión tomada, la cual consulta los lineamientos existentes en la materia, tal como se puede apreciar en el siguiente extracto de la sentencia T- 1068 del 20-10-2005, M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis, en la cual se puede apreciar la última línea jurisprudencial de la Corte sobre el asunto que nos interesa:

Ha sido reiterada
 la jurisprudencia de esta Corporación según la cual, dada su naturaleza subsidiaria y residual, la acción de tutela no es el mecanismo para obtener el reconocimiento o la reliquidación de prestaciones sociales, específicamente en materia de pensiones, pues el ordenamiento jurídico tiene establecidos otros mecanismos de defensa judicial idóneos y principales para debatir los asuntos de esa naturaleza, que según el caso serán la jurisdicción ordinaria laboral o la contencioso administrativa.

(…)

De manera que la jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela no procede para obtener la reliquidación de mesadas pensionales. Sin embargo, en ciertos casos y de manera excepcional ella puede constituir el mecanismo idóneo para proteger transitoriamente los derechos invocados, pero su procedencia está condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos:

“a) Que la persona haya agotado los recursos en sede administrativa y la entidad mantenga su decisión de no reconocer el derecho.

b) Que se hubiere acudido ante la jurisdicción respectiva, se estuviere en tiempo de hacerlo o ello fuere imposible por motivos ajenos al peticionario.

c) Que además de tratarse de una persona de la tercera edad, ésta demuestre la amenaza de un perjuicio irremediable, esto es, que el perjuicio afecte la dignidad humana, la subsistencia en condiciones dignas, la salud, el mínimo vital, que existan lazos de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría demasiado gravoso.  

d) En concordancia con lo anterior, para determinar si la acción de tutela es o no procedente como mecanismos transitorio, no resulta suficiente invocar fundamentos de derecho, sino que son necesarios también fundamentos fácticos que den cuenta de las condiciones materiales de la persona. En caso contrario, el asunto adquiere carácter estrictamente litigioso y por lo mismo ajeno a la competencia del juez de tutela. 

Así pues, es necesario que el juez realice un análisis exhaustivo de las circunstancias que rodean cada caso planteado, así como de las condiciones personales del peticionario para determinar si, a pesar de la existencia de otro medio de defensa, el mismo no resulta apto para los fines perseguidos. 

Ahora bien, cuando quien interpone la acción con el fin de obtener la reliquidación pensional pertenece a la tercera edad, el juez debe tomar en consideración esa situación al momento de analizar la violación de derechos y la procedencia de la tutela, como quiera que se trata de una persona que goza de la especial protección del Estado, que se otorga a ese sector de la población. Sin embargo, es necesario examinar las demás circunstancias del peticionario, para poder conceder el amparo. De manera que la edad del solicitante, sus condiciones de salud, sus necesidades básicas, sus obligaciones, su modus vivendi y su mínimo vital son factores a tener en cuenta por el juez en el momento de estudiar la violación de derechos fundamentales. Ello por cuanto la morosidad en la tramitación de un proceso ordinario haría ineficaz en el tiempo el amparo del derecho
.

No obstante lo anterior, es evidente que uno de los reparos que se le hacen a los actos administrativos hasta ahora proferidos por el Seguro Social respecto de la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, tiene que ver con lo que en los términos empleados por el apoderado del actor, constituye una falta de valoración de los documentos que acreditan el desempeño como servidor público del señor CASTAÑO OSORIO. Frente a ello, debe necesariamente decir la Sala que es obligación de la entidad accionada, motivar adecuadamente sus decisiones y en fundamento de tal deber, realizar un análisis del acervo probatorio que le ha sido allegado, expresando las razones por las cuales se acepta o se rechaza determinada probanza. En ese orden de ideas, este Juez constitucional de segunda instancia, deberá disponer que por parte del Seguro Social, al resolverse el recurso de apelación que todavía está pendiente, se realice un pormenorizado análisis de los elementos de juicio que se han aportado por el actor, de tal manera que se despejen las dudas que ha manifestado el abogado al interponer el recurso de reposición y en subsidio el de apelación. 
En ese entendido, se adicionará el fallo de tutela, para disponer que el Seguro Social al desatar la apelación, proceda de conformidad con lo aquí plasmado, por cuanto el derecho de petición que aquí se ampara implica que la autoridad responda de fondo, pero además de manera clara y completa, los requerimientos de los ciudadanos.
Tal como se desprende de las anteriores elucubraciones, se impone la confirmación del fallo de tutela impugnado, con la adición a la que se hizo referencia.
7.- DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

Primero: SE CONFIRMA la decisión proferida por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de de Pereira, pero SE ADICIONA en cuanto se dispone que al momento de resolverse el recurso de apelación interpuesto contra los actos administrativos por medio de los cuales se negó el reconocimiento de la pensión por vejez que reclama el accionante, se debe realizar una valoración de todos y cada uno de los documentos aportados por el señor MIGUEL ÁNGEL CASTAÑO OSPINA, en aras de responder a las inquietudes formuladas por el abogado que representa sus intereses.
Segundo: Una vez ejecutoriada esta providencia, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
La Secretaria, 

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Sentencia T-776 de 2005, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-634 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynnett.


� Sentencia T-644 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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